
 

 

  

 

| Asesoría Técnica Parlamentaria 

 

Julio 2024 
 

 
 

Centros de Padres y Apoderados 
Normativa de Chile y en la legislación comparada  

 
 

 

Autor 

Pamela Cifuentes Vidal 
pcifuentes@bcn.cl 

 
 

 

 

 

 

Nº SUP: 142131 

 

 

 

 

 Resumen 

El documento informa en primer lugar sobre la normativa que regula a los 
Centros de Padres y Apoderados en Chile, los cuales tienen un rol 
colaborativo en los establecimientos educacionales. Pueden constituirse 
con o sin personalidad jurídica, y esto determina las normativas 
específicas que se les aplican. El informe precisa el concepto, finalidad, 
funciones específicas, organización y funcionamiento de los Centros de 
Padres de acuerdo a lo establecido en la normativa pertinente. 
Adicionalmente, se indica normas específicas sobre el rol de los Centros 
de Padres y Apoderados en los establecimientos subvencionados —de 
carácter privado, municipal y público; así como en los establecimientos 
del nuevo Sistema de  Educación Pública. 
 
En complemento, el informe ofrece una descripción comparativa de la 
legislación que regula los Centros de Padres y Apoderados en España y 
Colombia, denominadas asociaciones de padres de alumnos y 
asociaciones de padres de familia, respectivamente. Ambos países 
tienen normativas específicas que regulan estas asociaciones en el 
ámbito educativo, destacando igualmente su papel colaborativo dentro 
de las comunidades escolares, pero en el caso de España sus fines 
ponen énfasis también en asistir para el control y gestión de los 
establecimientos escolares con fondos públicos, mientras que en 
Colombia el énfasis está también fomentar y mejorar el clima escolar a 
través de los Centros de Padres. 
 
Finalmente, se señala que en ambos países estos centros sólo tienen 
vigencia legal si se constituyen con personalidad jurídica, de acuerdo a 
las normas generales sobre las asociaciones. 
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Introducción 

La relación entre la familia y el sistema educativo, se consolida en un intercambio permanente de 
derechos y compromisos entre ambas partes, todos con el objetivo de reforzar y apoyar la educación y 
aprendizaje de los estudiantes. 
 
En el sistema educativo chileno, los padres, madres y apoderados forman parte de la comunidad 
educativa y como parte de ella, contribuyen también al proceso de enseñanza del establecimiento (art. 
9 inc. 2° y art. 15 de la Ley General de Educación). Asimismo, se hace extensivo a los padres y 
apoderados, el principio de responsabilidad de los alumnos, especialmente en relación con el ejercicio 
de sus derechos y el cumplimiento de sus deberes escolares, cívicos, ciudadanos y sociales (art. 3° letra 
g, inc. 2°, LGE). Dentro de sus derechos, no solo tienen derecho a ser informados1, sino también tienen 
derecho a participar en el proceso educativo (art. 3° letra h LGE). Asimismo, tiene derecho a asociarse 
libremente con la finalidad de lograr una mejor educación para sus hijos (art. 10, b, LGE). En este sentido, 
el derecho a participación debe ser promovido por los establecimientos educacionales, especialmente a 
través de los Centros de Padres y Apoderados (art. 15 LGE).2  
 
En este marco, y de acuerdo con la solicitud parlamentaria, el documento da cuenta de la normativa de 
los Centros de Padres en Chile, distinguiendo en primer lugar, la normativa general para todos los 
Centros de Padres, se haya o no constituido como personas jurídicas, y en segundo lugar, se informa 
de las dos formas en que se puede constituir como persona jurídica un Centro de Padres. 
Posteriormente, se entrega el caso de la normativa de dos países: España y Colombia, seleccionados 
no solo porque sus normativas han regulado también este tipo de asociaciones, sino también con el 
objetivo de dar cuenta de un país europeo y uno dentro de la región. En específico, el informe muestra 
el concepto, finalidad, constitución y legalización de estas asociaciones, según lo especificado en cada 
normativa.  
 
El tema que aborda este informe y sus contenidos están delimitados por los parámetros de análisis de 
Asesoría Técnica Parlamentaría y por los plazos e información disponibles. No se trata de un documento 
académico y se enmarca en los criterios de neutralidad, pertinencia, síntesis y oportunidad en su 
entrega. Se hace especial énfasis en la naturaleza ilustrativa y no exhaustiva del mismo, en especial 
atención al breve tiempo disponible para su elaboración. Para respaldar la investigación se utilizaron 
como fuentes la información legislativa de cada país, de agencias gubernamentales y sitios Web legales 
especializados. Las traducciones son propias. 
 

I. Normativa de los Centros de Padres en Chile  

En nuestro país, los Centros de Padres y Apoderados pueden constituirse con o sin personalidad 
jurídica, y dependiendo de esa naturaleza jurídica se les aplica diversas normativas. El Decreto Supremo 

                                                
1 Entre las materias que deben ser informadas, la LGE precisa que los establecimientos que empleen planes y 
programas de estudio propios —debidamente aprobados por el Ministerio de Educación— deberán comunicarlo a 
los padres, apoderados y alumnos (LGE, art. 33, inc. 5). 
2 Para mayor información sobre los derechos y deberes de los padres y apoderados en la educación de sus hijos, 
véase Cifuentes, P. (2023). 
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N° 565 de 1990 del Ministerio de Educación, establece la normativa general para todos los Centros de 
Padres, de los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Ministerio de Educación, 
regulando su concepto, finalidad, funciones, organización y funcionamiento, los que deben ser 
complementadas con el Reglamento interno de cada Centro de Padres, y con las normativas relativas a 
si se constituyeron con o sin personalidad jurídica. 
 
De acuerdo al artículo 13 del Decreto N° 565, los Centros de Padres pueden constituirse con 
personalidad jurídica, pero siempre con las modalidades que se señalan en el reglamento, existiendo 
dos vías para obtenerla: como una organización comunitaria funcional, aplicándoseles la Ley N°19.418 
sobre Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias; o bien, como una Asociación, de 
acuerdo a las normas señaladas en el Título XXXIII del Libro I del Código Civil. En tanto a los Centros 
de Padres sin personalidad jurídica, se les aplica sólo la normativa del Decreto N° 565 (art. 14). 
 

1. Normas aplicables a todos los Centros de Padres y Apoderados  
 
El Decreto Supremo N° 565 de 1990 del Ministerio de Educación, establece el Reglamento General de 
todos los Centros de Padres. Esta normativa establece el concepto, finalidad, funciones, organización y 
funcionamiento básicos de éstos: 
 

- Concepto: son organismos que comparten y colaboran en los propósitos educativos y sociales 
de los establecimientos educacionales de que forman parte.  

 
- Finalidad: Deben orientar sus acciones con plena observancia de las atribuciones técnico-

pedagógicas que competen exclusivamente al establecimiento, promueven la solidaridad, la 
cohesión grupal entre sus miembros, apoyan organizadamente las labores educativas del 
establecimiento y, estimulan el desarrollo y progreso del conjunto de la comunidad escolar. 

 
- Funciones específicas: La reglamentación las señala pormenorizadamente en su artículo 2° y 

podemos sintetizarla: 
 

a. Función de colaboración educativa: promueven la formación y desarrollo personal de 
los estudiantes, facilitan la relación entre hogar y escuela, y apoyan las labores educativas. 

b. Función de colaboración en la gestión: mantienen comunicación con la dirección del 
establecimiento para transmitir información relevante y plantear sugerencias de los padres. 

c. Función de participación: integran activamente a los miembros en la comunidad 
educativa, promueven acciones comunitarias y participan en programas de progreso social. 

 
- Organización y funcionamiento: Cada Centro de Padres debe establecer en su Reglamento 

Interno, su organización y funcionamiento, el que debe ajustarse a las normas generales 
contempladas en el Decreto N° 565 y también a las características de la realidad escolar en que 
se constituya (art. 3°). En general, deben formar parte de esta organización a lo menos los 
siguientes organismos, según la normativa: Asamblea General, Directorio, Consejo de 
Delegados de Curso, y los Sub-Centros. La normativa señala que el Reglamento interno debe 
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determinar las funciones de cada una de ellas, pero señala algunas funciones básicas, que 
podemos sintetizar en el siguiente Tabla 1. 
 

Tabla 1. Organismos que conforman los Centros de Padres y Apoderados. Integración y Funciones 

Organismos Integración Funciones  

Asamblea 
General 

Padres y apoderados de los alumnos del 
establecimiento que deseen participar 

Funciones que garantizan la transparencia y 
buen gobierno del CP: elegir al Directorio; 
Aprobar el reglamento interno; Tomar 
conocimiento de los informes, memorias y 
balances del Directorio.  

Directorio Presidente, un Vicepresidente, un Secretario, un 
Tesorero y un Director. El Reglamento Interno 
determinará el número de miembros que lo 
integran.  

Funciones para asegurar el cumplimiento de 
los propósitos del CP y su interacción con la 
comunidad escolar y otros actores externos: 
Dirigir al Centro de Padres y administrar sus 
bienes y recursos; Representar al Centro ante la 
Dirección, la comunidad escolar y demás 
organismos y agentes externos; Elaborar los 
planes, programas y proyectos de trabajo del 
Centro y difundirlos entre sus miembros.   

Consejo de 
Delegados 
de Curso  

Un delegado elegido democráticamente por los 
padres y apoderados de cada curso. 

Funciones para su gestión administrativa: 
Redactar el Reglamento Interno y las 
modificaciones; Designar a las personas 
encargadas de los organismos internos y a los 
miembros de las Comisiones de trabajo; Aprobar 
los procedimientos de financiamiento del Centro 
(montos de las cuotas y presupuesto anual de 
entradas y gastos elaborado por el Directorio).    

Sub-Centro 
de Padres 

Padres y apoderados del respectivo curso, que 
deseen participar en él. 

Funciones de colaboración y participación: 
Estimular la participación de todos los miembros 
en las actividades promovidas y programadas 
por el Centro de Padres; Vincular al Sub-Centro 
con la directiva del Centro de Padres con los 
otros Sub-Centros, y, cuando corresponda con 
la Dirección del establecimiento y con profesores 
Jefes de Curso. 

Elaboración propia en base a Decreto N° 565 de 1990 

 
2. Centros de Padres con personalidad jurídica 

 
Como señalamos anteriormente, existen dos formas de obtener la personalidad jurídica para los Centros 
de Padres que lo requieran: 
 

a. Como una Organización Comunitaria Funcional: Consiste en obtener la personalidad jurídica 
de acuerdo a la Ley N° 19.418 sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias. 
De acuerdo a esta ley, las personas interesadas en obtener la personalidad jurídica deben 
reunirse en una Asamblea Constitutiva ante un funcionario municipal designado por el Alcalde. 
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En esta Asamblea, los asistentes aprueban los estatutos que regirán el Centro de Padres, 
manifiestan su voluntad de incorporarse mediante la inscripción en un Registro de socios y eligen 
un directorio provisorio. El Decreto 732 de 1997 del Ministerio de Educación, establece un 
Estatuto Tipo al cual pueden ceñirse los Centros de Padres que eligen esta modalidad de 
constituirse.  
 

b. Como una Corporación de Derecho Privado El trámite se efectúa ante el Ministerio de Justicia, 
patrocinado por un abogado. El tiempo de tramitación es entre 6 y 12 meses aproximadamente 
y se puede obtener la calidad de Corporación sin fines de lucro, regida por el Código Civil. Existe 
también un Estatuto Tipo, establecido en el Decreto Nº 1347 del Ministerio de Justicia. 
 

3. Los Centros de Padres en los establecimientos educacionales subvencionados 
 
Los Centros de Padres y Apoderados integran los Consejos Escolares de los establecimientos 
subvencionados. En efecto, la Ley General de Educación dispone que cada establecimiento 
subvencionado o que recibe aportes del Estado debe tener un Consejo Escolar, el cual está integrado, 
a lo menos, por: el director del establecimiento, quien lo presidirá; el sostenedor/a o representante 
designado por la autoridad comunal; un representante del profesorado elegido por sus pares; el/la 
presidente del Centro de Padres, Madres y Apoderados/as, y el/la presidente del Centro de Estudiantes, 
en el caso de que el establecimiento imparta enseñanza media (art. 15, LGE). Dicha instancia tiene 
como objetivo estimular y canalizar la participación de la comunidad educativa en el proyecto educativo, 
promover la buena convivencia escolar y prevenir toda forma de violencia física o psicológica, agresiones 
u hostigamientos, y en las demás áreas que estén dentro de la esfera de sus competencias.  
 
Respecto de esta materia, hay que tener en consideración también que entre los requisitos, para acceder 
a los recursos de la Subvención Escolar Preferencial, establecida mediante la Ley N° 20.248 de 2008, 
los sostenedores  deben acreditar el funcionamiento efectivo del Consejo Escolar y del Centro General 
de Padres y Apoderados (art. 7º letra b). Como es sabido, esta ley otorga recursos adicionales a aquellos 
establecimientos educacionales con niños y niñas considerados prioritarios, es decir, alumnos para 
quienes la situación socioeconómica de sus hogares dificulte sus posibilidades de enfrentar el proceso 
educativo (art. 2°). Con estos recursos, el establecimiento educacional debe elaborar y desarrollar un 
Plan de Mejoramiento Educativo y rendir cuentas del uso de los recursos (art. 21). Respecto de ello, los 
establecimientos deberán informar al Consejo Escolar y a los padres y apoderados sobre la situación de 
los establecimientos bajo el régimen de subvención escolar preferencial, especialmente respecto de los 
compromisos adquiridos y el cumplimiento de los mismos- (art. 29, letra g). 
 

4. Los Centros de Padres en el nuevo Sistema de Educación Pública 
 
Finalmente, es conveniente señalar las funciones que la Ley N° 21.040 de 2017 le otorga al Centro de 
Padres y Apoderados en la institucionalidad del nuevo Sistema de Educación Pública. Por una parte, el 
artículo 8° de la ley señalada, mandata a los establecimientos educacionales como a los Consejos 
Escolares, a promover la constitución, funcionamiento e independencia de los Centros de Padres. 
Asimismo, la ley crea los Servicios Locales de Educación Pública (SLEP) e incorpora también la 
participación de los padres en determinadas instancias de la orgánica local:  
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a. Comité Directivo Local. En cada Servicio Local debe existir un Comité Directivo Local, cuyo 

objeto es velar por el adecuado desarrollo estratégico del Servicio, por la rendición de cuentas 
del Director Ejecutivo ante la comunidad local, y contribuir a la vinculación del Servicio Local con 
las instituciones de gobierno de las comunas y la región. Dentro de los integrantes de este Comité 
Directivo Legal, debe haber dos representantes de los centros de padres y apoderados de los 
establecimientos educacionales dependientes del Servicio Local (art. 31, letra b).  
 

b. Consejo Local de Educación. En cada Servicio Local debe existir un Consejo Local de 
Educación Pública, cuyo rol principal es representar ante el Director Ejecutivo los intereses de 
las comunidades educativas, al objeto de que el servicio educacional considere adecuadamente 
sus necesidades y particularidades. Forman parte de este Consejo, dos representantes de los 
centros de padres y apoderados de los establecimientos educacionales que sean dependientes 
del Servicio Local (art. 50, letra b). 

 
 

II. Centro de Padres y Apoderados en la legislación comparada. España y Colombia 

 
1. Normativa aplicable 

 
En España, a nivel nacional, se identifican a lo menos tres normativas que regulan las asociaciones de 
padres de alumnos. Por una parte, la Ley Orgánica 8/1985 reguladora del Derecho a la Educación (art 
5), garantiza a los padres de los estudiantes, la libertad de asociación en el ámbito educativo, a través 
de este tipo de asociaciones, estableciendo que es deber de las Administraciones educativas3 favorecer 
el ejercicio de este derecho de asociación de madres y padres. El Real Decreto 1533/1986 reglamenta 
las características específicas de dichas asociaciones y por último, se les aplica la legislación básica de 
asociaciones en los aspectos generales pertinentes, Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo. 
 
En Colombia, el régimen jurídico de los Centro de Padres, denominados asociaciones de padres de 
familia, se encuentra normado en la Ley 115 de 1994 por la cual se expide la Ley General de Educación.  
En específico, el artículo 7° de la ley señala que la familia es el núcleo fundamental de la sociedad y  
primer responsable de la educación de los hijos, y dentro de sus funciones como corresponsable está el 
participar en las asociaciones de padres de familia. Asimismo, a nivel reglamentario, en el Decreto 1286 
de 2005 (compilado en Decreto 1075 de 2015) se establecen los derechos y deberes de los padres de 

                                                
3 Al respecto debemos tener en consideración que la Constitución española de 1978 establece un modelo de Administración 
Pública descentralizado y desconcentrado, repartiéndose el ejercicio de las competencias educativas entre todos los niveles 
administrativos. Las competencias educativas se distribuyen entre: la Administración General del Estado (Ministerio de 
Educación y Formación Profesional); las comunidades autónomas (Consejerías o Departamentos de Educación), salvo las 
ciudades de Ceuta y Melilla que son asumidas por el propio ministerio; las administraciones locales, cuyas funciones se centra 
en la gestión educativa a través de las Concejalías de Educación o de los Institutos Municipales de Educación; y los centros 
educativos que gozan de autonomía en lo pedagógico como en lo que respecta a la gestión económica de los recursos. En 
este modelo, las competencias educativas ejercidas por las comunidades autónomas son básicamente las mismas, 
denominándolas Administraciones educativas (Portal educagob) 
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familia, entre ellos, su rol dentro de estas asociaciones. Asimismo, el Decreto 2150 de 1995 establece 
la forma en cómo se constituyen. 
 

2. Concepto  
 
En España, la normativa no da un concepto de la naturaleza jurídica de estas asociaciones, sino que 
sólo señala que son consideradas asociaciones de padres de alumnos las que se constituyan en los 
Centros docentes, públicos o privados, que impartan enseñanzas de Educación Preescolar, Educación 
General Básica, Bachillerato y Formación Profesional (art. 2 Real Decreto 1533/1986). 
 
En Colombia, la asociación de padres de familia es definida una entidad jurídica de derecho privado, sin 
ánimo de lucro, que se constituye por la decisión libre y voluntaria de los padres de familia de los 
estudiantes matriculados en un establecimiento educativo. Solo puede existir una asociación de padres 
por cada institución educativa (artículo 2.3.4.9. Decreto 1075 de 2015). 
 

3. Finalidad  
 
En España, la reglamentación dispone que las asociaciones de padres tienen finalidades específicas 
según la normativa vigente, y que no sólo buscan fortalecer la relación entre los padres y la comunidad 
educativa para colaborar en la educación de sus hijos, sino también deben asistir para el control y gestión 
de los establecimientos escolares (art. 5):  
 

a. Asistir a los padres o tutores en lo relativo a la educación de sus hijos o pupilos; 
b. Colaborar en las actividades educativas de los establecimientos escolares;  
c. Promover la participación, especialmente en la gestión del establecimiento escolar; 
d. Asistir a los padres en el ejercicio de su derecho a intervenir en el control y gestión de los 

establecimientos escolares sostenidos con fondos públicos; 
e. Facilitar la representación y la participación de los padres en los Consejos Escolares de los 

establecimientos públicos y concertados y en otros órganos colegiados. 
 
En Colombia, el énfasis de las finalidades de la asociación de padres de familia que establece la 
normativa, buscan no sólo fortalecer la participación de los padres en la educación, sino también mejorar 
el clima escolar: 
 

a. Apoyar la ejecución del proyecto educativo institucional y el plan de mejoramiento del 
establecimiento educativo; 

b. Promover la construcción de un clima de confianza, tolerancia y respeto entre todos los miembros 
de la comunidad educativa; 

c. Promover los procesos de formación y actualización de los padres de familia; 
d. Apoyar a las familias y a los estudiantes en el desarrollo de las acciones necesarias para mejorar 

sus resultados de aprendizaje; 
e. Promover entre los padres de familia una cultura de convivencia, solución pacífica de los 

conflictos y compromiso con la legalidad; 
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f. Ejercer el derecho de asociación con el propósito de mejorar los procesos educativos, la 
capacitación de los padres en los asuntos que atañen a la mejor educación y el desarrollo 
armónico de sus hijos. 
 

4. Constitución y legalización 
 
En España, la constitución de las asociaciones de padres de alumnos se efectúa mediante acta en la 
que consta la voluntad de varios padres o tutores de alumnos de crear una asociación para el 
cumplimiento de las finalidades señaladas. Para ello es necesario convocar una Asamblea de todos los 
padres y madres del establecimiento escolar, donde se discuta y aprueben sus estatutos. Creada la 
Asociación y aprobado sus Estatutos, se debe legalizar ante las instancias competentes, esto es que 
debe contar con todas las formalidades del Registro de Asociaciones que establece la Ley que regula el 
derecho de Asociación (Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo).  
 
En Colombia, las asociaciones de padres de familia son Entidades sin Ánimo de Lucro (ESAL), y que de 
acuerdo con el Decreto 1075 de 2015, el procedimiento para su constitución se encuentra establecido 
en el artículo 40 del Decreto 2150 de 1995. Este artículo 40, establece que pueden obtener el 
reconocimiento de su personería jurídica cuando se constituyan por escritura pública o documento 
privado. Una vez constituida, es obligatorio que la asociación de padres de familia, proceda con el 
Registro de Entidades sin Ánimo de Lucro de la Cámara de Comercio, y solo tendrá vigencia legal 
cuando haya adoptado sus propios estatutos y se haya inscrito en el Registro señalado. 
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